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Administración de justicia y participación ciudadana:

El Consejo de la Magistratura del Poder Judicial de la Nación
           El presente paper tiene como objetivo dar a conocer un estudio de caso concreto como es el Consejo de la Magistratura del Poder Judicial de la Nación en relación a la administración de justicia en la Argentina y su rol en la democracia, haciendo énfasis en el proceso de democratización de las decisiones públicas y la participación ciudadana.
 

                       El Consejo de la Magistratura es un órgano permanente del Poder Judicial de la Nación, creado en la reforma constitucional de 1994. Establecido en la Carta Magna en el artículo 114 y regulado por la ley Nº 24.937 -y modificadas- comenzó a operar en noviembre de 1998. El Consejo de la Magistratura nació como un organismo estatal producto de la modernización del Estado.
                      Sus atribuciones son las siguientes: 

•  Seleccionar mediante concursos públicos a los postulantes a jueces federales y emitir las ternas vinculantes al Ejecutivo para el nombramiento de los mismos (con acuerdo del Senado). 

• Ejercer facultades disciplinarias sobre magistrados, decidir la apertura del procedimiento de remoción de magistrados, suspenderlos y/o formular la acusación correspondiente.

•  Dictar reglamentos relacionados con la organización judicial y todos aquellos que sean necesarios para asegurar la independencia de los jueces. 

•  Organizar el funcionamiento de la Escuela Judicial, dictar su reglamento, aprobar sus programas de estudio y establecer el valor de los cursos realizados, como antecedentes para los concursos previstos en el inciso anterior. Planificar los cursos de capacitación para magistrados, funcionarios y empleados del Poder Judicial para la eficaz prestación de los servicios de justicia.

•  Tomar conocimiento del anteproyecto de presupuesto anual del Poder Judicial que le remita el presidente y realizar las observaciones que estime pertinentes para su consideración por la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

El Consejo de la Magistratura actúa en sesiones plenarias, por la actividad de sus comisiones, por medio de la Secretaría General del Consejo, una Oficina de Administración Financiera y el Jurado de Enjuiciamiento, organismo que tiene la facultad de dictaminar el juzgamiento de los jueces inferiores de la Nación. Desde el año 2005 se incorporaron bajo su jurisdicción algunas oficinas transferidas de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


El 22 de febrero de 2006 se sancionó la ley 26.080, modificando diversos aspectos del Consejo de la Magistratura como parte integral de una reforma general de la Justicia. Dicha reforma comenzó a regir a partir del 16 de noviembre de 2006. El principal punto de la ley es la reducción de la cantidad de miembros del Consejo de 20 a 13 integrantes.


La nueva ley incorpora numerosas modificaciones que abarcan desde una profunda reforma del Jurado de Enjuiciamiento, el establecimiento de un plazo de caducidad para el trámite de remoción de los jueces, la publicidad de las sesiones y de los expedientes –incluso los de la ex Comisión de disciplina que fueron siempre reservados-, hasta valorizar la tarea de aquellos que cursan la Escuela Judicial.


En cuanto a las Comisiones, lo principal a destacar es la unificación de las Comisiones de Acusación y de Disciplina. El resto de las Comisiones que seguirán funcionando serán las de Selección de Magistrados y Escuela Judicial, de Administración y Financiera y de Reglamentación, siendo cuatro en total.

Respecto al Jurado de Enjuiciamiento –cuya función está prescripta por el artículo 115 de la Constitución Nacional-  sus miembros pasaon de ser nueve (9) a siete (7): dos jueces, cuatro legisladores y un abogado de la matrícula federal.

  Hasta aquí se ha presentado una visión general del rol, de la composición del Consejo y de algunas notas sobresalientes de la reforma. Cabe ahora hacer referencia a la actividad desplegada hasta el presente con la finalidad de exponer algunos logros de la gestión del organismo. 

             A modo ilustrativo, en el año 2004 desde el área de Prensa del Consejo se difundió un comunicado en los medios gráficos titulado “Jueces acusados: un comparación histórica necesaria” entre la que figuraba la siguiente información:
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En dicho informe se exponía también la nómina de dichos jueces y la cantidad de denuncias contra magistrados recibidas en la Comisión de Acusación, que por entonces se elevaba a 793, se habían resuelto 606 y unas 187 estaban en etapa de instrucción.


En cuanto a la labor de la Comisión de Selección de Magistrados y Escuela Judicial, los datos arrojaban, a la fecha de la última reforma mencionada anteriormente  los siguientes resultados:

	Año
	Ternas remitidas
	Designaciones del PEN

	2000
	10
	-

	2001
	49
	33

	2002
	31
	47

	2003
	38
	10

	2004
	82
	40

	2005
	31
	71

	2006
	32
	17

	Total
	272
	218


	
	
	


                En cuanto a la Escuela Judicial, esta sección ha funcionado eficientemente y actualmente cuenta con ofertas académicas tanto en Capital Federal como en varias provincias. También se ha implementado el Centro Digital de Documentación Judicial (CENDDOJ) a los fines de ampliar la información general contenida en el sitio web del Poder Judicial de la Nación, para facilitar de esa forma el mayor acceso a los dictámenes y resoluciones que se toman en su ámbito. Asimismo se elabora cada año una Memoria Anual.
     Decía al comienzo que el Consejo de la Magistratura nació en la Reforma Constitucional de 1994. Es, por consiguiente, producto de la modernización del Estado. La reforma constitucional de 1994 produjo, en sí,  controversias, pero también innovaciones que gozan de consenso. El consenso representa un acuerdo al que se llega a través de un proceso que identifica las necesidades, los intereses y los valores entre las partes y apunta a la satisfacción de la mayor cantidad posible de ellos. El consenso no requiere unanimidad. Un arreglo por consenso puede no satisfacer todos los intereses de cada uno de los participantes por igual y es posible que alguno no apoye todas las partes del acuerdo al mismo nivel. Sin embargo, una vez que se logra el acuerdo, cada una de las partes se puede comprometer a su implementación. Esto generalmente ocurre porque las principales necesidades, intereses y valores de cada una de las partes están contempladas al menos en cierta medida y ninguna de esas necesidades, intereses o valores se ven seriamente perjudicados por el acuerdo. A fines de la década del ’90 la sociedad no había incorporado aún los cambios constitucionales porque éstos, a su vez, se encontraban en su etapa de estructuración e implementación. Difícil entonces, arribar a consensos. No obstante la construcción de los espacios democráticos requiere de los mismos, así como también de revisiones constantes tendientes a solucionar falencias y ejercer las tareas que la democracia, para consolidarse, solicita con convicción. 
   El consenso acerca de la justicia depende de los ciudadanos y del Juez.

             Quiero hacer alusión al concepto de la figura del juez, dado que la posición del juez, como creador del derecho y servidor público, tiene la responsabilidad de corresponder a las demandas de la ciudadanía que lo inviste de la autoridad necesaria para cumplir con las funciones que se le asignan. El pueblo ciudadano, en tanto soberano, delega en él el ejercicio de administrar e impartir justicia. Los ciudadanos ejecutan demandas a sus funcionarios a fin de proteger sus derechos. Derecho es, nada más ni nada menos, que un interés protegido jurídicamente. 
               Los jueces son personas que no escapan  a la generalidad de su condición de ciudadanos; poseen, como tales, los mismos derechos y obligaciones, tienen valores que les son inherentes, intereses, creencias, etc. Sin embargo, se supone que los magistrados se ocupan de las tareas que se les encomiendan porque están capacitados para ello, son, idóneos. Partimos de la premisa fundamental que señala que la Constitución Nacional establece el principio de la responsabilidad de quienes desempeñan cargos públicos. Juan Bautista Alberdi decía que “la responsabilidad de los encargados de todo poder público es otro medio de prevenir sus abusos”.  En la Argentina contamos con jueces probos e idóneos y que se esfuerzan por superar en su labor diaria dificultades materiales y presupuestarias. En este sentido es que se puede observar con satisfacción la realización de los concursos abiertos por el Consejo de la Magistratura para cubrir cargos vacantes. Hay gran número de postulantes y la calidad de algunos de ellos constituye una auspiciosa perspectiva. La reforma constitucional, en este aspecto particular, inauguró un ámbito más abierto o democrático que el anterior modelo de designación directa por el Ejecutivo. La participación ciudadana de los aspirantes a jueces es un camino de apertura interesante. 

              Ahora bien, los ciudadanos son parte del consenso acerca de la Justicia, tal cual mencioné ut-supra. Considerando que es ésta una cuestión esencial, procedo a hacer referencia a ello. 

              En 1999 tuve la oportunidad de comenzar mi investigación acerca del  funcionamiento y las repercusiones del Consejo de la Magistratura en los ciudadanos, tarea que he seguido hasta el presente. Los resultados de las encuestas que he realizado por entonces, comparadas con las realizadas en el corriente año, demuestran que el conocimiento de la sociedad acerca de este organismo institucional se ha incrementado en un índice poco significativo a pesar de haber pasado casi una década desde que comenzó a gestionar. Esto se enmarca en una coyuntura regional latinoamericana que evidencia carencias  de consolidación democrática a pesar de las reformas. Los resultados del Latinobarómetro 2003, confirmaron la tendencia a la baja de la confianza ciudadana en la justicia, tanto a nivel regional como en países particulares. Además el Poder judicial registra menor nivel de confianza que la mayor parte de las instituciones públicas
. Esta situación no ha variado al presente.           Quiero aclarar que las encuestas que realizé en forma particular, las considero tendenciales y no exhaustivas. Son una muestra de la población y ante todo debe considerarse que fueron realizadas en la Capital Federal, por lo tanto no abarca toda la jurisdicción del Consejo de la Magistratura que es nacional. No obstante, y hecha la aclaración pertinente, los sondeos se asimilan en los resultados obtenidos a otras fuentes de difusión serias y documentadas – que señalo en los pie de página y en la bibliografía que adjunto. Fueron encuestadas un total de 100 personas mayores de 18 años de edad siguiendo el modelo que a continuación se ilustra:
----------------------------------------------------------------------------------------------------------
a) Conoce que es el Consejo de la Magistratura?

----------------------------------------------------------------------------------------------------------b) Conoce cuál es la forma de designación de los jueces?
----------------------------------------------------------------------------------------------------------

c) Considera que el cambio es positivo? 

d) Cree en la Justicia?

----------------------------------------------------------------------------------------------------------

e) Y en los jueces de hoy?

f)  Y en los jueces hace diez años?
g) Edad

h) Sexo

i)  Ocupación

En 1999:




  En 2007:
El 60%  desconocía la existencia             El 40 % desconoce la existencia         

del Consejo de la Magistratura.                del Consejo de la Magistratura. 

          En ambos casos, al explicárseles las funciones del Consejo, la mayoría contestó con optimismo y hoy se sabe  más sobre todo  acerca de los procedimientos de selección de magistrados, aunque dicho conocimiento dista aún del nivel óptimo.
         En 1999 tan sólo un 15 %  confiaba en los jueces y consideraba a los anteriores con el calificativo de “mejores”. Hoy en cambio un 40 % cree en ellos, pero consideran mayoritariamente que no hay diferencia entre los magistrados de la década anterior y la actual. 
          En cuanto a la confianza en la justicia, más del 50% en 1999 y en 2007 se inclina por un pesimismo y un 30% no sabe/no contesta- justicia como valor y bien público.
   Lo que se intensificó con el transcurso de los años es, para resumirlo en una expresión, lo que un pensador de la altura de Germaine de Montmollin señalaba en los años ´70: ” Por necesidad nos hemos convertido en creyentes”.

           A principios de esta década se encontraba uno frecuentemente en los medios con temas relacionados con la calidad de la justicia. Muchas de las encuestas de entonces estaban motivadas en la figura de los jueces de la Corte Suprema. Esta acotación es válida para mencionar a grosso modo que  la prensa siempre ha ejercido un poder de reflejar las agendas políticas en boga. En este año es sustancial indagar en los contenidos de las campañas, tarea que escapa al eje de la presente disertación. El tema prensa es tan amplio e interesante que merecería una exposición aparte. Y libros enteros  ya que, al decir del politólogo Giovanni Sartori, hoy el hombre es un “Homo Videns”. 

             Sin embargo quiero mencionar algo importante que merece ser rescatado: en base a las encuestas ya explicitadas, las personas interrogadas en 2007, al expresar sus puntos de vistas – lo que  hace al componente de los datos cualitativos - hicieron referencia per se de la sobre-exposición de la figura de los jueces que efectúan los medios de comunicación masiva o mass media, señalando a este factor como negativo en cuanto afectan y condicionan el actuar de los jueces. Hay mayor descreimiento de lo que se informa por los medios de comunicación y esto es significativo ya que es la persona, como ciudadano, la que puede tomar distancia de ello y evaluar en base a sus propios criterios. Esto era menos frecuente de percibir cuando las encuestas fueron realizadas en 1999. Por entonces el 85% contestaba que sus afirmaciones se fundamentaban en lo que escuchaba y veía en los medios de comunicación.
              Para dar una idea general de los análisis teóricos en torno al perfil del juez deseado y de lo que la ciudadanía demanda de ellos,  puedo concluir de mi experiencia que se evidencia que las demandas de los ciudadanos coinciden con las propias creencias de los jueces, y esto, para la construcción de los valores democráticos y la participación, implica consenso y una idiosincrasia que podemos denominar  “saludable”  al bienestar tan amplio de la sociedad en la que vivimos. Las coincidencias no son azarosas, al menos así lo demuestran los aspirantes a jueces que fueron encuestados ante el primer llamado a concurso para cubrir vacantes que efectuó el Consejo en septiembre de 1999. Sus opiniones respecto a los valores que un juez debe poseer son: conocimiento, honestidad, sentido común, humildad, prudencia, seguridad, honorabilidad, altruismo, ética y dedicación. Hay un interés común en torno a estos valores que no hay que perder de vista. Dar a conocer las creencias, conocimientos y puntos de vista, interrogar a los actores socialmente comprometidos, se enmarca en el proceso de democratización de las decisiones públicas. Es público precisamente lo que se hace público.

             En mi opinión, además de las falencias estructurales o de coyuntura regional y de países que, recordemos, son repúblicas, existen fallas de índole operativa que hay que despejar:
    ∙  La percepción de la población acerca de que todo lo que sea estatal  
       está ligado a la corrupción  (por consiguiente  no discrimina en este 
       punto con criterio).

    ∙  El escaso interés cívico en conocer los mecanismos institucionales.

    ∙  El escaso acceso de sectores de la sociedad a la información.    

    ∙  La sobre exposición mediática.

    ∙  La poca difusión de la gestión desde las propias instituciones en 
       relación a dicha sobre exposición.

    ∙  El mal uso de la gestión de imagen institucional y evaluación de los

       impactos generados en la sociedad, lo cual no permite la    
      capitalización de la información que puede adquirirse.    
           Algunas de las carencias que  estudios y evaluaciones de instituciones externas con amplia trayectoria han realizado sobre el sector justicia– CEJA, Latinobarómetro, BID, Demoskopia, por citar algunas-, como de fuentes oficiales  - Ministerio de Justicia  y Derechos Humanos, Coordinación de Programa Integral de Reforma Judicial- son sustantivas y merecen ser consultadas. 
 
           No obstante, ningún esfuerzo por solucionar los problemas es eficiente en la medida en que las propias instituciones no refuercen el interés por  comunicar, de la mejor manera posible, sus gestiones. 

            Es imperiosa la necesidad de institucionalizar los sondeos de opinión pública como instrumentos óptimos de gestión gubernamental, sobre todo porque los mismos permiten un mutuo conocimiento de administrativos, administradores y demandantes  de derecho.
            Los resultados son relevantes para lo sistemas judiciales porque, mas allá de la volatilidad propia de la opinión pública, tres pueden ser los usos posibles de la información. En primer lugar, el nivel de confianza en las instituciones públicas indica, de manera directa o indirecta, dependiendo de las variables incluidas en el estudio, cómo es evaluado un servicio por parte de sus usuarios directos: la ciudadanía. En segundo lugar, indica el nivel de eficacia de las políticas de gestión de la imagen institucional, donde estas existen o se están comenzando a implementar. Por último, sirven para que los propios organismos judiciales monitoreen la evolución del impacto de su gestión y sus políticas. Comunicar es  hacer partícipe al otro de lo que uno tiene. Comunicar es informarse más enterarse de cómo reacciona su interlocutor. Información es poder, pero comunicar es legitimarse. 

                                                             Lic. Bárbara Alejandra Zubrzycki 
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� Para mayor información, se recomienda visitar el sitio en el cual están contenidos los datos de Consejo de la Magistratura: � HYPERLINK "http://www.pjn.gov.ar" ��www.pjn.gov.ar�.





� Durante los gobiernos de facto que actuaron dentro de este prolongado ciclo histórico, fueron acusados y/o removidos otros trece magistrados.


3 Artículo publicado por CEJA (Centro de Estudios de Justicia de las Américas) en su Boletín Nexos. Año I / N°  38/ Agosto  de 2004.


� Variable g) Edad: promedio en general 39años en 1999 y  42 años en 2007.


   Variable h) Sexo: 50% hombres y 50 %mujeres


   Variable i)  Ocupación : mayoría de profesionales y de empleados (seguidos por estudiantes,


                                        docentes y jubilados en ese orden) en ambos años indicados. 


� Un informe del BID del 2000 coloca  a la Argentina como la que más desconfía de su sistema judicial en un grupo de 18 países, entre los que figuran Colombia, Bolivia y Honduras.


�   Frase de Germaine de Montmollin, 1977, en “ Los fenómenos de implicancia social”, de la autora Muchnik, Eva, Bs. As., Ed. Tekné, 1987, pág 93.


� Ver el libro titulado “ Homo Videns” del autor Giovanni Sartori.


� Ver Bibliografía en el apartado de este texto.
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